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ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Condena, accede. Caso ataque guerrillero con bicicleta bomba / RIESGO EXCEPCIONAL - Condena, accede. Título de imputación por daños, riesgo por conflicto armado
Esta Sala ha considerado que el título objetivo de riesgo excepcional puede servir como criterio de atribución de responsabilidad por los daños derivados de ataques perpetrados por grupos subversivos contra bienes o instalaciones del Estado, en la modalidad del subtítulo denominado “riesgo conflicto”, atendiendo a los riegos inherentes derivados del contexto de conflicto armado interno que aun asola al país. (…) Cuando para el cumplimiento del deber de protección a los ciudadanos se genera un riesgo, quien lo crea está llamado a responder por los daños que su materialización genera; así, cuando se dispone —en forma legítima— de la fuerza pública con el fin de garantizar la seguridad nacional, esa presencia de las instituciones que los insurgentes pretenden desestabilizar, genera un riesgo para la población civil, ajena a la confrontación armada, que al materializarse da lugar a una responsabilidad por riesgo en razón del principio general del derecho en virtud del cual ubi emolumentum, ibi et onus esse debet. En este caso particular fueron agentes estatales, policías representantes por supuesto de la presencia legítima del Estado en la zona, quienes se vieron sometidos al ataque por parte de grupos criminales, hechos en los que quedaron involucrados múltiples ciudadanos, entre ellos el señor Yamin Paredes Zambrano, quien perdió la vida en tan nefastos y reprochables acontecimientos. En atención a esas consideraciones, estima la Sala que hay lugar a mantener la decisión apelada en cuanto encontró responsable a la Policía Nacional, a título objetivo, del deceso de la referida víctima. NOTA DE RELATORÍA: Con aclaración de voto de la consejera Stella Conto Díaz del Castillo. A la fecha no se cuenta con el medio magnético ni físico de la citada aclaración.
CONSEJO DE ESTADO
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Consejero ponente: RAMIRO DE JESUS PAZOS GUERRERO

Bogotá D. C., veintiséis (26) de junio de dos mil quince (2015).
Radicación número: 07001-23-31-000-2006-00108-01(34688)
Actor: NANCY MORA ARBELAEZ Y OTROS
Demandado: NACION - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION SENTENCIA)
Sin que se advierta causal de nulidad que invalide la actuación, decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia de 9 de agosto de 2007, por medio de la cual el Tribunal Administrativo de Arauca accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda.

SÍNTESIS DEL CASO

El 6 de agosto de 2005, en el marco de un ambiente de violencia y tensión que se vivía en el municipio de Arauca, se produjo un atentado con una “bicicleta bomba” en el que resultó lesionado el señor Yamin Paredes Zambrano, quien falleció producto de esas lesiones.  Afirman los demandantes que el explosivo fue activado cuando en el lugar se detuvo una patrulla de la Policía, esto es, que estaba dirigido contra agentes de esa institución. 

I. ANTECEDENTES

1. La demanda

Mediante escrito presentado el 2 de diciembre de 2005, ante el Tribunal Administrativo de Arauca (fl. 26, c .1), la señora Nancy Mora Arbeláez, quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos menores: Adriana Cifuentes Mora, Oswaldo Cifuentes Mora y Rafaela Paredes Mora, presentó demanda de reparación directa en contra de la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, con el fin de obtener:

1.1. Pretensiones:

PRIMERA. Que la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional (…) son responsables solidariamente para la reparación del daño especial, por los hechos, acciones u omisiones, ocurridos el día 6 de agosto de 2005, en horas de la tarde en el parque principal de la ciudad de Arauca, de la totalidad de los daños y perjuicios ocasionados a mis poderdantes como consecuencia de la muerte de Yamin Paredes Zambrano, acaecida el 11 de agosto del año 2005.

SEGUNDA.  Que la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, son responsables patrimonialmente por los daños antijurídicos, causados por la omisión de las autoridades públicas, por la no protección de la vida y bienes destruidos en las circunstancias de la demanda.  La autoridad del Estado Colombiano, deberá reconocer y pagar los daños ocasionados a mi mandante por los perjuicios infringidos (sic) así:

Perjuicios extrapatrimoniales

(Los reclamó en cuantía equivalente a 300 salarios mínimos mensuales para cada demandante).

Perjuicios patrimoniales

Daño emergente
A favor de la señora Nancy Mora Arbeláez, la suma de $5.000.000 que corresponden a lo cancelado por los gastos funerales de su compañero permanente Yamin Paredes Zambrano por los servicios funerales, como constan en la certificación que adjunto.

Lucro cesante consolidado

A favor de Nancy Mora Arbeláez y sus menores hijos, por concepto de lucro cesante consolidado, por una suma igual o superior a los DIEZ MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS ($10.500.000) que corresponde a la pérdida de la ayuda económica que los demandantes han dejado de percibir desde la muerte de su compañero permanente y padre, hasta la fecha de presentación de la demanda, teniendo en cuenta que han transcurrido tres meses y que él, mensualmente percibía la cantidad de $2.100.000 como vendedor estacionario partiendo de la base que él, para  sus gastos personales, gastaba el veinticinco por ciento de sus ingresos.  Subsidiariamente, la cuantía que resulte probada en el proceso o en liquidación posterior.
Lucro cesante futuro

A favor de Nancy Mora Arbeláez y Rafaela Paredes Mora, Adriana Cifuentes Mora y Oswaldo Cifuentes Mora, por una suma igual o superior a los OCHOCIENTOS CUARENTA Y TRES MILLONES CIENTO CINCUENTA MIL PESOS ($843.150.000) que corresponden a los dineros que ellos dejarán de percibir desde la presentación de la demanda hasta la vida probable del señor Yamin Paredes Zambrano, que por ser mayor a su compañera permanente se presume morirá primero y hasta que la hija biológica y los dos hijos de crianza cumplan la mayoría de edad. Para determinar ese valor se tendrá en cuenta la fecha del hecho, la edad de la víctima, la edad de los peticionarios, la vida probable y el ingreso mensual que tenía la víctima la fecha de su fallecimiento.  Aplicando para ello las fórmulas de aceptación por el Honorable Consejo de Estado.  O subsidiariamente en la cuantía que resulte probada en el proceso o en la liquidación posterior a la sentencia. (…).

TERCERA.   Que la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional reconocerán y pagarán a mis poderdantes los intereses comerciales y moratorios legales sobre las sumas que resulten a su favor previo indexación de ellas, de acuerdo al incremento de precios al consumidor, desde la fecha en que el fallo deba cumplirse hasta el día que el pago se haga efectivo en su totalidad.

CUARTA.  Que la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional como instituciones del Estado Colombiano demandadas den cumplimiento estricto a la sentencia, en los términos del artículo 174, en armonía con el artículo 177 y demás normas concordantes del C.C.A.

QUINTA. Condenar en costas a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional como partes demandadas.

1.2.  Fundamento fáctico

Los fundamentos de hecho de la demanda los sintetiza la Sala a continuación:

El 6 de agosto de 2005, en el marco de un ambiente de violencia y tensión que se vivía en el municipio de Arauca por atentados perpetrados por la insurgencia contra la Brigada XVIII, la Policía del Departamento de Arauca y la sede de la Infantería de Marina, se produjo un ataque contra la policía del ente territorial con una presunta “bicicleta bomba”,  en el que resultó lesionado el señor Yamin Paredes Zambrano.  Afirmaron que el explosivo fue activado cuando en el lugar se detuvo una patrulla de la Policía. Las autoridades estaban informadas en forma previa de ese posible atentado y se encontraban en la búsqueda del artefacto explosivo cuando ocurrieron los hechos.
Con ocasión de las heridas sufridas, el señor Paredes Zambrano fue trasladado al Hospital San Vicente de Arauca, donde se registró su ingreso el 6 de agosto de 2005, en estado coma y con politraumatismo derivado de una onda explosiva.  Al día siguiente fue remitido al Hospital Universitario de Bucaramanga donde falleció el día 11 de los mismos mes y año.

Indicaron los demandantes que el día 4 de los mismos mes y año, el Alcalde de Arauca había expedido el Decreto 065 en el que señaló que las autoridades debían coordinar acciones para evitar hechos de violencia en el municipio.  Los demandantes indicaron que diversos medios de comunicación dieron cuenta de que el atentado fue perpetrado en contra de agentes de la Policía Nacional.

El señor Paredes Zambrano residía en el municipio de Arauca y se dedicaba a la venta de jugos, frutas, tinto y empanadas frente al Hospital Materno Infantil y en el parque principal del ente territorial.  Era padre ejemplar de una hija biológica y dos hijos de crianza de su compañera permanente la señora Nancy Mora Arbeláez.
El deceso del señor Paredes Zambrano les causó a los demandantes graves perjuicios inmateriales, así como los de orden material derivados de la pérdida del soporte económico que la víctima les suministraba, los que pretenden sean indemnizados.

1.3.  Sustento jurídico

Para los actores, en este caso particular se produjo un daño de naturaleza especial que debe ser indemnizado por la demandada, como quiera que el atentado fue perpetrado en contra de una patrulla de la Policía Nacional y la muerte del señor Paredes Zambrano fue un daño colateral derivado de ese ataque.

Dijo que cuando el Estado a través de servidores públicos ejecuta acciones violentas desequilibra las cargas públicas; en este caso particular el ataque estuvo dirigido contra una patrulla de la Policía por lo cual la administración está llamada a indemnizar los perjuicios padecidos por los demandantes.
1.4.  Adición de la demanda

El 24 de abril de 2006 (fl. 77, c. 1), la parte actora adicionó la demanda con el fin de que se tenga como demandantes a los padres de la víctima, señores Antonio María Paredes Ramírez y Bárbara Gertrudis Zambrano Mosquera y a los hermanos Raysa Escarle Paredes Zambrano, Génesis Mariam Paredes González y Clara Inés Paredes Zambrano, quienes solicitaron una indemnización por daño moral en cuantía equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno.  La adición de la demanda fue admitida y se notificó en a la demandada.
2. Contestación de la demanda

La Nación, representada por la Policía Nacional contestó la demanda y se opuso a la prosperidad de las pretensiones.  Dijo que no le constan los hechos en que se funda la demanda y que de ellos no se deriva ninguna acción u omisión que pueda ser calificada como constitutiva de una falla en el servicio a cargo de esa entidad.  Los hechos no fueron consecuencia de una acción premeditada emprendida por la Policía Nacional, sino de un acto ejecutado por terceros al margen de la ley.
No hay soporte probatorio en el expediente que indique que la víctima falleció como consecuencia del actuar de la Policía, ni que el atentado iba dirigido contra miembros de esa institución.

En este caso se configura la eximente de responsabilidad del hecho de un tercero, como quiera que se trató de una acción ejecutada por un grupo ilegal, en la que no se vio comprometida la actuación de los agentes de la demandada.  La carga de probar tal circunstancia les corresponde a los demandantes.
Citó como fundamento de su defensa la sentencia de 17 de noviembre de 2003 de la Sección Tercera de esta Corporación dictada dentro del expediente 14.220.

3.  La sentencia apelada

El 9 de agosto de 2007 (fl. 193, c. 1ª), el Tribunal Administrativo de Arauca acogió en forma parcial las pretensiones de la demanda.  Declaró responsable a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional por la muerte del señor Yamin Paredes y la condenó a indemnizar a la compañera, a la hija y a los padres del demandante, en cuantía equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno.  Reconoció una indemnización equivalente a 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los hijos de crianza, los que estimó en sumas líquidas de dinero a la fecha del fallo, conforme al salario vigente entonces.  Reconoció una indemnización por lucro cesante a favor de la compañera señora Nancy Mora Arbeláez en cuantía equivalente a $42.203.615 y en favor de la hija de la víctima una indemnización por el mismo concepto, la que calculó en la suma de $27.414.595.  Dispuso la actualización de las condenas impuestas entre la fecha de la sentencia y la del pago efectivo. Negó las demás pretensiones.  
Estimó el a quo que se acreditó en debida forma el daño padecido por los actores, consistente en el deceso del señor Yamin Paredes, hecho que se probó mediante el correspondiente registro civil de defunción.  También tuvo por demostrado que ese hecho fue producto de las graves lesiones de las que dieron cuenta: la historia clínica también aportada a la actuación, el protocolo de necropsia y las copias del proceso penal que se adelantó con ocasión del atentado.
Indicó que en este caso la responsabilidad es imputable a la demandada, en virtud de un régimen objetivo derivado del riesgo de naturaleza excepcional creado por esta, en virtud del cual no se requiere prueba de una acción u omisión reprochable a la administración.  Consideró que ese régimen tiene lugar cuando el ataque de grupos criminales está dirigido contra inmuebles oficiales o personas representativas con funciones institucionales, que por tal virtud pueden ser blanco de la insurgencia u otros grupos criminales.  En esos eventos, aunque el daño haya sido causado por un tercero, se considera que el Estado generó un riesgo derivado de su presencia institucional y el daño es materialización de ese riesgo.  No obstante, cuando el acto es indiscriminado y no está dirigido de manera puntual contra una determinada autoridad o entidad, no puede verificarse la existencia de responsabilidad estatal.
En cuanto al caso concreto afirmó que las pruebas testimoniales y la inspección judicial trasladadas del proceso penal adelantado con ocasión de los hechos no pueden ser tenidas en cuenta, por cuanto no se practicaron con audiencia de la Policía Nacional.  Con todo, las documentales derivadas de esas diligencias sí tienen valor probatorio en los términos del artículo 251 del Código de Procedimiento Civil.
Con fundamento en esos documentos encontró demostrado que el 6 de agosto de 2005 se produjo un atentado con una bicicleta bomba, que hizo explosión cuando pasaba por el lugar una patrulla motorizada de la Policía Nacional, conclusión a la que llegó luego de analizar los informes sobre los hechos rendidos por el DAS de Arauca y la Policía Judicial, así como las declaraciones de testigos presenciales de los hechos, que le permitieron concluir que el ataque estuvo dirigido en contra de la patrulla de la Policía Nacional que se desplazaba por la calle principal del municipio de Arauca, a 200 metros del puesto central de policía.  Como el artefacto explosivo fue detonado a control remoto, consideró demostrado que el objetivo era la patrulla que resultó afectada en los hechos.

Con fundamento en lo expuesto encontró responsable a la demandada sobre los hechos.

Concedió indemnización del daño moral en cuantía de 100 salarios mínimos legales mensuales a la compañera del occiso, calidad que encontró demostrada mediante tres testimonios que dieron cuenta de la relación afectiva, y a quienes acreditaron parentesco con el occiso familiares en primer grado de consanguinidad.  A los hijos de la compañera de la víctima les reconoció indemnización equivalente a 20 salarios mínimos, luego de encontrar acreditado que vivían bajo el mismo techo del demandante, quien sostenía económicamente el hogar y velaba por el bienestar de todos sus integrantes.  Negó indemnización por daño moral a los hermanos de la víctima, quienes no acreditaron las relaciones de ayuda mutua, convivencia, colaboración o cariño que justifiquen dicho reconocimiento.
Por otra parte, consideró que el deceso del señor Paredes Zambrano generó perjuicios materiales por la pérdida de la ayuda económica que en vida prestaba a su compañera y a su hija.  Calculó la indemnización de ese lucro cesante con fundamento en el salario mínimo de la época de los hechos, incrementado en un 30% como factor prestacional.  Luego descontó un 25% correspondiente a los gastos en que razonablemente incurría la víctima para su propia subsistencia.  El resultado lo dividió en 2 partes iguales para determinar la base de la indemnización de cada una de las beneficiarias. La indemnización de la compañera la calculó hasta la vida probable del occiso y la de la hija hasta la época en que cumpliría 18 años de edad.

Negó la indemnización del daño emergente reclamado por considerar que no acreditó el pago de los gastos funerarios que se reclaman.
Por último, dispuso dar cumplimiento al fallo en los términos de los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo y se abstuvo de condenar en costas en atención a que no encontró que la conducta procesal de las partes hubiera dado lugar a hacerlo.
4.  El recurso de apelación
En forma oportuna, la demandada interpuso recurso de apelación contra el fallo de primera instancia (fl. 221, c. 1a)
, el que sustentó así:
Afirmó que las especiales circunstancias de orden público del país hacen imposible que el Estado garantice condiciones de plena seguridad a todos los ciudadanos.  Indicó que el ataque no solo estuvo dirigido contra la Policía Nacional, sino contra toda la población; en efecto, resultaron afectados otros establecimientos públicos y vehículos particulares, así como otras oficinas públicas, un colegio y la catedral de Arauca.
Dijo que los hechos fueron resultado de una acción de terceros organizados que utilizaron el terrorismo como herramienta para desestabilizar el Estado y a la ciudadanía en general.
Citó la providencia de 27 de noviembre de 2003, proferida por la Sección Tercera de esta Corporación dentro del expediente No. 14.220, por virtud de la cual considera que la posición de esta jurisdicción ha sido la de exonerar de responsabilidad al Estado por actos criminales perpetrados por terceros ajenos a la administración.

Insistió en que no se trató de un ataque dirigido sino que se pretendió afectar a la toda la población, por lo que no hay lugar a aplicar un régimen objetivo de responsabilidad, al tiempo que afirmó que no se presentó falla del servicio que pueda imputársele a esa entidad.

5.  Alegatos de conclusión

En el término concedido para presentar las alegaciones finales, las partes y el Ministerio Público guardaron silencio.
II.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Presupuestos procesales de la acción  

1.1. Jurisdicción y competencia

Es esta jurisdicción la llamada a resolver la controversia, en atención al carácter público de la demandada
.

La Sala es competente para resolver la apelación en razón a la vocación de doble instancia del asunto, cuya pretensión mayor es la correspondiente al lucro cesante que estimaron los demandantes en cuantía equivalente a $843.000.000 (fl. 24, c. 1), suma que supera ampliamente los 500 salarios mínimos legales mensuales
 del año 2005, cuando fue promovida la demanda.
Es esta Corporación la competente para resolver la apelación interpuesta contra las sentencias dictadas en primera instancia por los Tribunales Administrativos
, decisión que habrá de limitarse a aquellos puntos de la decisión atacada desfavorables al apelante único
.
1.2.  Acción procedente

En los términos del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la acción procedente para deprecar en sede judicial la declaratoria de responsabilidad extracontractual del Estado y la correspondiente reparación de perjuicios es la de reparación directa tal como fue promovida por los demandantes.
1.3. Legitimación en la causa de los extremos de la litis
1.3.1. De la parte activa

El legítimo interés de los demandantes que los habilita para comparecer en esa calidad a la actuación, deviene del vínculo afectivo y de parentesco con la víctima, que acreditaron así:

El señor Yamin Paredes Zambrano era hijo de Antonio María Paredes y Bárbara Gertrudis Zambrano, según consta en el registro civil de nacimiento del primero (fl. 80, c. 1).
Raysa Escarle Paredes Zambrano (fl. 82, c. 1) es hija de los mismos padres y, por ende, hermana de la víctima; Génesis Mariam Paredes González es hija de Antonio María Paredes Ramírez (fl. 82, c. 1) según consta en su registro civil de nacimiento, de donde se colige que es hermana paterna de la víctima.  No obstante, la primera de las mencionadas hermanas no le otorgó poder al profesional del derecho que dijo actuar en su nombre, ni ratificó su actuación (en caso de que hubiera actuado como agente oficioso); de tal manera, aunque tiene interés en el proceso no estuvo debidamente representada en este, por lo que se declarará probada, de oficio, la  excepción correspondiente, lo que impone modificar en ese aspecto lo resuelto por el a quo que la tuvo como parte en el proceso.
Por su parte, aunque Clara Inés Paredes Zambrano no probó el vínculo de parentesco alegado, consta en el informe técnico de necropsia practicado al cadáver del señor Yamin Paredes que fue ella quien se acercó a reclamar el cuerpo del occiso manifestando ser hermana del fallecido.  De igual manera en el acta de inspección a cadáver realizada por la Fiscalía se anotó: “seguidamente en el lugar de la diligencia de inspección a cadáver se entrevistó a la hermana del occiso única familiar que lo acompañaba señora Clara Inés Paredes Zambrano”. Esa circunstancia de preocupación por el destino de los restos de la víctima que determinaron su presencia y permanencia en el lugar, lleva a la Sala inferir la relación afectiva existente entre la referida demandante y el occiso, situación que permite tenerla como damnificada en el presente asunto y, por ende, como legitimada para conformar la parte activa de la controversia.
De otro lado, Rafaela Paredes Mora es hija de la víctima, según consta en el registro civil de nacimiento de la primera (fl. 48, c. 1).  Por su parte, los testigos Orlando Viveros Guaza (fl. 35, c. 2), Francisco Javier Vargas Quintero (fl. 38, c. 2) y Joaquín Briceño Puentes (fl. 42, c. 2), quienes conocieron al señor Yamin Paredes, dieron cuenta de la relación afectiva que sostenía con la señora Nancy Mora, con quien dijeron convivía.
El primero de los referidos testigos, quien tenía una relación de amistad con el fallecido, dijo conocerlo desde el año 2000; desde esa época le consta que la víctima convivía en el barrio Santafé con la señora Nancy Mora quien era su compañera. Afirmó que el señor Yamin Paredes convivía además con la hija llamada Rafaela y con los dos hijos de su compañera.  Por su parte, el segundo de los mencionados declarantes, vecino del fallecido, afirmó que lo conoció cuando llegó a vivir frente a su casa, lugar donde convivía con la señora Nancy, tres niños y el papá de la referida señora.  Finalmente, el testigo Briceño Puentes dijo que era amigo de la pareja conformada por la víctima y la señora Nancy Mora con quien convivía, con dos hijastros y una hija propia.

Las referidas declaraciones dan cuenta del vínculo afectivo en el grado de relación de pareja que existía entre el señor Yamin Paredes y la señora Nancy Mora y aparecen confirmadas con otras pruebas, tales como el registro civil de nacimiento de la hija en común de la que dieron cuenta los testigos.  En tales condiciones se tiene por establecido el legítimo interés de la referida señora para acudir al proceso en calidad de compañera de la víctima.

Esas mismas pruebas permiten tener como afectados a los hijos de la señora Mora, como quiera que se demostró que convivían con el señor Paredes Zambrano y conformaban una familia.
1.3.2.  De la parte pasiva

Frente a la legitimación en la causa por pasiva la Sala encuentra que los actores pretenden endilgar responsabilidad en los hechos en los que resultó muerto el señor Yamín Paredes Zambrano al Ministerio de Defensa - Policía Nacional, como representante de la Nación, por lo cual está formalmente legitimada en la causa y es la llamada a comparecer como demandada en este asunto.  
1.4. La caducidad de la acción

El ordenamiento jurídico prevé la figura de la caducidad como una sanción por el no ejercicio oportuno de las acciones judiciales, de modo que si se instauran por fuera del límite temporal previsto en la ley, el ciudadano pierde la posibilidad de hacer efectivo el derecho sustancial que intenta deprecar ante la administración de justicia.

En cuanto a las pretensiones que se ventilan a través de la acción de reparación directa, el numeral 8 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, dispone que esta debe promoverse en un término máximo de dos años contados a partir del día siguiente a la ocurrencia de la causa del daño (hecho, omisión, operación administrativa u ocupación temporal o permanente).

En el sub lite se pretende endilgar responsabilidad a la demandada por los hechos ocurridos el 6 de agosto de 2005, en los que resultó gravemente herido el señor Yamin Paredes Zambrano, quien como consecuencia de tales heridas falleció el día 11 de los mismos mes y año (fl. 39, c. 1), mientras que la demanda fue promovida el 2 de diciembre de 2005 (fl. 26, c. 1) y su adición el 24 de abril de 2006 (fl. 77, c. 1), esto es, dentro de los dos años siguientes, por lo que se impone concluir que lo fue dentro del término legal y, en consecuencia, no operó la caducidad de la acción.
2. Problema jurídico

Para definir la controversia y como quiera que sobre ello discurre  el recurso que debe decidirse, analizará la Sala si en el presente caso el ataque con explosivos en el que resultó muerto el señor Yamin Paredes estuvo dirigido contra la Policía Nacional, para establecer si era del caso aplicar el régimen de responsabilidad por riesgo excepcional como lo hizo el a quo o, si como lo afirma la apelante, se trató de un acto indiscriminado contra la población civil ejecutado por un tercero por el que no es posible responsabilizar a esa fuerza.  Con base en el análisis de las condiciones de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos establecerá la Sala el régimen jurídico de imputación que aplicará con el fin de resolver la controversia.
3.  Análisis probatorio

Antes de centrar la atención de la Sala en el estudio de las pruebas aportadas, es preciso indicar lo siguiente en cuanto al mérito de algunas de las aportadas, así:

3.1  Del mérito probatorio de las pruebas trasladadas

Como cuestión previa a acometer el estudio de las evidencias aportadas, es preciso indicar que aquellas que fueron trasladadas y que corresponden al proceso penal adelantado con ocasión de los hechos en que resultó muerto el señor Yamin Paredes, pueden tenerse válidamente como pruebas en el presente proceso, en razón a que aunque no fueron practicados con audiencia de las partes, estas solicitaron de manera expresa en la demanda
 y contestación
 tener como evidencia trasladada el expediente correspondiente a la investigación penal adelantada con ocasión de los hechos.
Cuando así lo pidieron, aceptaron las partes que esos medios probatorios sirvan de insumo para la decisión de la controversia; sobre el particular ha considerado la Corporación que en estos casos hay lugar a tener en cuenta esas pruebas en razón a que resultaría contrario a la lealtad procesal, que las partes las soliciten y luego invoquen formalidades legales para su inadmisión en caso de que les desfavorezcan
.  Por ello, la Sala valorará los documentos, declaraciones y demás medios de prueba que provienen de esas diligencias penales, en cuanto resulten útiles para la decisión del recurso.
3.2.  Declaraciones extrajudiciales

Por virtud del artículo 299 del Código de Procedimiento Civil, las declaraciones rendidas ante notarios sólo tienen valor para fines extraprocesales, limitación que encuentra fundada la Sala atendida la imposibilidad de que sean controvertidas por la parte contra quien se aducen.  En efecto, el valor de este medio de prueba está sujeto a la ratificación en los términos del artículo 229 ibídem, en cuya ausencia la declaración carece de mérito probatorio en el juicio.  Por ende, descarta la Sala esas evidencias como insumo para la decisión del asunto.
3.3. Hechos probados
Con los medios de prueba recaudados, se demostraron los siguientes hechos relevantes para la decisión del caso:
3.3.1.  El 4 de agosto de 2005 (fl. 29, c. 1), el Alcalde del municipio de Arauca expidió el Decreto 0065 de 4 de agosto de 2005, con el fin de tomar medidas de seguridad en el ente territorial y prevenir hechos violentos en la celebración del día del Ejército y la conmemoración del aniversario de la Batalla de Boyacá. Las medidas incluyeron la prohibición de: parrilleros en las motocicletas, de transporte de mudanzas, escombros y cilindros de gas,  y de estacionar de vehículos frente a los edificios donde funcionan entidades públicas.  También se impuso ley seca en el territorio municipal.
3.3.2.  El 6 de agosto de 2005 se produjo un atentado en el municipio de Arauca en el que se activó una carga explosiva al paso de una patrulla de policía.  
3.3.2.1. Testigos presenciales de los hechos, como el señor Orlando Viveros Guaza (fl. 35, c. 2), informaron que aproximadamente a las dos de la tarde hizo explosión una “cicla bomba” en el instante en que miembros de la fuerza pública transitaban por el sitio, afirmó que en los hechos resultó afectado el señor Yamin Paredes:
Yo entiendo que el 6 de agosto de 2005  eso de la 1.40 o 2 de la tarde, colocaron un artefacto explosivo en una cicla bomba, a pocos metros del lugar del señor Yamin, él sufrió por la explosión de la cicla bomba que le colocaron al parecer a miembros de la fuerza pública, porque en ese instante de la explosión ellos iban transitando por ahí, dos de ellos resultaron heridos.  Yo si lo puedo atestiguar porque en ese momento yo me encontraba cerca de ahí ejerciendo mi labor, que es vendiendo chontaduro, jugos, frutas, en un carrito que tengo.

Los testigos Francisco Javier Vargas Quintero y Joaquín Briceño Puentes (fl. 38 y s.s., c. 2), se enteraron de oídas de lo ocurrido y dijeron saber que en esos hechos resultó afectado el señor Yamin Paredes, quien era vendedor en el parque principal del municipio de Arauca.

En la investigación penal declaró el señor Deivy Calderón Hernández (fl. 239, c. 1 investigación), quien estaba en el lugar de los hechos vacunando a las personas contra el Sarampión y la Rubeola. Así narró lo ocurrido: “nos trasladamos hacia el frente del parque central, transcurrió como una hora y cuando ocurrió un fuerte estallido ensordecedor, que me dejó sordo, miré hacia al lado y estaban vendedores ambulantes y una motorizada de la policía en el piso y corrimos asustados mi compañera y yo (…)”.
3.3.2.2. La Fiscalía General de la Nación inició una investigación por los hechos, radicada bajo el número 111-65108.  En esas diligencias tuvieron lugar con ocasión del informe que sobre los hechos rindió el Departamento Administrativo de Seguridad en el que se afirmó:

En el día de hoy 06 de agosto de 2005, siendo aproximadamente las 13:50 horas se presentó un atentado terrorista en el parque central de la ciudad de Arauca, en la carrera 20 con calle 20, frente a la Catedral, al momento de pasar por allí una patrulla motorizada de la Policía Nacional, hizo detonación una bicicleta bomba tipo todo terreno color vinotinto, amarillo y negro, la que al parecer se encontraba sobre el andén, en cuyo interior de su marco contendría explosivo c4, de acuerdo a la inspección preliminar realizada por el personal de explosivos de la policía; en tal hecho resultó muerta una persona, y 25 heridas, entre ellas dos policías, comerciantes y personas que pasaban por el sitio (…)

3.3.2.3.  En otro informe rendido por el DAS sobre los hechos, acompañado de material fotográfico, se identificó tirada en el sitio de los hechos una motocicleta a la que se hizo mención como “motocicleta de los efectivos policiales” (fl. 16, c. 6).
3.3.2.4.  Se investigó al señor Alexis Ferney Hurtado Romero alias “Pichirilo”, como presunto autor de los hechos, a quien testigos de los hechos señalaron como el ejecutor del atentado, por cuanto lo vieron abandonar la bicicleta en el lugar en el que luego explotó (fl. 22, c. 6).  Lo identificaron como integrante de la guerrilla.

3.3.2.5.  El testigo presencial de los hechos que declaró dentro de la investigación penal, señor Duber Alfonso Ontiveros Riveros, quien estuvo presente en el sitio de los hechos, afirmó que en el momento de la explosión pasaba por el sitio una patrulla de policía motorizada.

3.3.2.6.  La carga explosiva estaba camuflada en el marco de una bicicleta, tal como lo señala el informe rendido por la Policía Judicial (fl. 60, c. 6), en el que se afirmó: “las cargas explosivas al parecer poseían un sistema de radio frecuencia.  Posible objetivo del artefacto.  El artefacto tenía como finalidad atentar en contra de la patrullas la policía las cuales transitaban por este sector ya que es ruta de paso obligado según el recorrido que dirige al sector bancario y el sector comercial”.
En similares términos se indicó en el acta por medio de la cual la Policía Judicial dejó a disposición del ente investigador la evidencia encontrada en el lugar de los hechos, que el sistema de ignición era al parecer controlado por radio frecuencia (fl. 57, c. 6), al tiempo que no se reportó el hallazgo de piezas que permitan señalar que era otro el sistema previsto para detonar el artefacto.
3.3.2.7  También se aprecia en el informe una fotografía identificada así: “fotografía 1, se ilustra en la foto la motocicleta de la patrulla policial junto a otro motocicleta que también pasaba por el lugar cuando ocurrieron los hechos”.

3.3.2.8.  En el informe de la Policía Judicial del CTI, se narró que al parecer miembros del ELN activaron por sistema de radio una bomba “en el momento en que transitaba por el sector una patrulla de la policía” (fl. 70, c. 6).
3.3.2.9.  En la inspección judicial practicada por el CTI al sitio de los hechos se aprecia una imagen acompañada de la siguiente información: “En la gráfica se observa sobre la carrera 20 el sitio (ver flecha roja) donde hizo explosión la bicicleta bomba a las 14.00 horas del día 6 de agosto, al momento en que transitaban sobre la vía dos patrulleros de la Policía Nacional en una moto de la misma institución, (moto de la derecha) y un civil en otra motocicleta (izquierda)”.  En efecto, se observan las dos motocicletas justo al lado del sitio demarcado como el de la explosión (fl. 2 del informe, c. 6). Se adjuntó al informe el plano del sitio de los hechos en la que se aprecia la misma situación.
3.3.2.10.  El testigo de los hechos Giovanny Angarita Forero (fl. 106, c. 6) se transportaba en motocicleta por el parque principal del municipio, cuando escuchó la explosión, en el momento en que se había percatado del ruido que generaban los frenos de una moto de la Policía que circulaba a su lado.  No vio el artefacto explosivo.

3.3.2.11.  El 26 de agosto de 2005 (fl. 232, c. 6), un investigador de la Fiscalía rindió informe sobre la entrega de un presunto desmovilizado del grupo subversivo “FARC”.  En el acta transcribió la narración que sobre los hechos hizo el menor de edad presuntamente desmovilizado, a cuyos dichos no puede otorgarse mérito probatorio en este asunto, por cuanto no fueron rendidos con las formalidades propias del testimonio, ni ante funcionario competente.
3.3.3.  El día de los hechos, 6 de agosto de 2005 a las 14.59 horas, se registró el ingreso del señor Yamin Paredes Zambrano al servicio de urgencias del Hospital San Vicente de Arauca (fl. 33, c. 1).  Se indicó en la historia: “motivo de la solicitud del servicio: politraumatismo por onda explosiva (atentado terrorista)”.  
Consta en la historia que el paciente ingresó en camilla con múltiples heridas en el cuello, abdomen y extremidades, en estado de shock y coma profundo.  Se anotó:

Paciente a UCI, proviniente (sic) de urgencias – imagenología víctima de atentado terrorista, con dx choque medula  nivel de c2 por esquirla alojada en canal medular a nivel de c2 – insuficiencia respiratoria secundaria a lesión por esquirla inestabilidad hemodinámica neumotórax a tensión secundario a heridas por esquirlas, amputación de dedo 4to mano izquierda – herida en pared anterior de abdomen que compromete tejido celular subcutáneo múltiples heridas por esquirlas en miembros inferiores a su ingreso a UCI paciente auxiliado con respiración positiva, inestable hemodinámicamente con inotropia. (…)

Al día siguiente la víctima fue remitido vía aérea al Hospital Universitario de Santander (fl. 48 y s.s., c. 2) y en la historia clínica de esa institución se registró que ingresó con ventilación mecánica, con múltiples heridas de esquirlas suturadas.  Allí fue atendido hasta el 11 de agosto de 2005, cuando se registró su deceso (fl. 67 vto, c. 2).
3.3.4.  La muerte del señor Yamin Paredes Zambrano se acreditó en el proceso con la copia del registro civil de defunción (fl., 39, c. 1).

3.3.5.  El levantamiento del cadáver del señor Yamin Paredes Zambrano se practicó en la morgue del Hospital Universitario de Santander (fl. 267, c. 6).  En el cuerpo se encontraron esquirlas o fragmentos metálicos sometidos a examen balístico que determinó: “Los fragmentos metálicos extraídos del cadáver del señor Yamin Paredes Zambrano (sic) formaron parte constitutiva de un artefacto explosivo, pero no presentan suficientes zonas aptas de estudio que permitan determinar su tipo”.
3.3.6.  El protocolo de necropsia adelantado al cadáver de la víctima dio cuenta de lo siguiente:
Según acta de levantamiento los hechos tuvieron ocurrencia en el parque principal de Arauca el 6 de agosto de 2005 a las 14.00 horas, cuando se encontraba laborando y estalló una bicicleta bomba. Llevado al Hospital San  Vicente de Arauca es remitido al Hospital Universitario de Santander, a donde ingresa el 7 de agosto de 2005 con cuadriplejia secundaria a shock medular y recibe manejo médico y quirúrgico, a pesar de lo cual fallece el 11 de agosto de 2005.  La autoridad practicó el levantamiento como muerte violenta por explosivos, que es consistente con los hallazgos de necropsia.

Conclusión.  Correlacionando los aportes de acta de levantamiento y los hallazgos de necropsia se concluye: hombre adulto que fallece en shock medular por contusión medular en trauma raquimedular, por politraumatismo debido a artefacto explosivo.

3.3.7.  El 21 de diciembre de 2005, el Director del Hospital San Vicente de Arauca le informó al Secretario de Gobierno del municipio de Arauca cuáles fueron los pacientes atendidos con ocasión del atentado del 6 de agosto de ese año, listado en el que se incluyó al señor Paredes Zambrano (fl. 44, c. 2).
3.3.8.  La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional dio cuenta con destino a este proceso, de la identidad de las  víctimas en relación con quienes se solicitó asistencia humanitaria a esa entidad, listado en el que se relacionó al señor Yamin Paredes Zambrano (fl. 18, c. 2).
3.3.9.  En los hechos sufrieron daños materiales diversos establecimientos comerciales, bancarios, droguerías, almacenes y la catedral municipal (fl. 122, c. 2), según dio cuenta la Oficina para la Prevención de Desastres del ente territorial.  Las edificaciones que se encontraban en el área de influencia de la explosión y que resultaron averiadas fueron:
Iglesia Catedral Santa Bárbara, Bancafé, Cellular Phone, Fotocopiadora Doña Edy, Droguería Vida 4, Medallos Sport, Joyería Italia, Tenis Sport, Coky y Coly, Fundimetales Islas, Variedades Mejía, Casa de cambio Colombo-venezolana, Supermercado Zulia, Chiqui Detalles, Nuevo Sport Arauca, Almacén Zulay, Inmobiliaria Lomónaco, César Ortiz de Armas y Droguería Santafé.

3.3.10.  El patrullero Jorge Enrique Romero Saavedra, quien resultó lesionado en los hechos y fungía como escolta del Comando del Departamento de Policía de Arauca, informó a su comandante sobre lo ocurrido en los siguientes términos:
Respetuosamente me permito informar a mi coronel, la novedad ocurrida el día 06-08-05 a las 14.00 aproximadamente en la carrera 20 entre calles 20 y 21, momentos en que me encontraba de servicio de apoyo a la vigilancia de la Estación de Policía Arauca, según lo dispuesto por el Comando del Departamento; fue activado artefacto explosivo acondicionado en una bicicleta, la cual me causó heridas de consideración, producto de las esquirlas y onda explosiva, en varias partes del cuerpo.

En efecto, el signatario del informe aparece incluido en el listado de personas heridas remitido por el Hospital San Vicente de Arauca (fl. 63, c. 1 investigación penal).

4.  Análisis de la Sala

4.1.  El daño antijurídico

En este caso particular no hay dudas acerca de la efectiva acreditación del daño antijurídico, consistente en las graves lesiones que se demostró padeció el señor Yamin Paredes Zambrano y que le causaron la muerte según consta en el historial médico aportado y en el correspondiente registro civil de defunción, tal como lo tuvo por demostrado el a quo, asunto que además no fue materia de discusión por parte de la entidad apelante.
4.2. Imputación
En lo que respecta a la posibilidad de imputar ese daño antijurídico a la Nación, en cuanto actúa representada por el Ministerio de Defensa – Policía Nacional, la Sala considera acertada la decisión del Tribunal y la confirmará con fundamento en lo siguiente:
Quedó demostrado en el plenario que, en efecto, las lesiones que derivaron en el deceso del señor Paredes Zambrano las sufrió producto de un atentado con un artefacto explosivo que tuvo lugar en el parque central del municipio de Arauca el 6 de agosto de 2005. 
Ninguna participación activa en los hechos se le atribuyó a la fuerza pública, así como tampoco se acreditó grado alguno de participación omisiva, como quiera que ninguna de las evidencias allegadas permite inferir que se tratara de un ataque previsible, pues no contaba el Estado con elementos de juicio para prever la posibilidad de ese ataque particular y sus características.  Sólo quedó probado que a nivel municipal se habían extremado las medidas de seguridad en razón de la conmemoración del aniversario de la Batalla de Boyacá que se aproximaba, hecho que por sí sólo no permite establecer que se tenía algún conocimiento específico sobre el eventual ataque.
Sin embargo, a juicio de la Sala sí quedó demostrado en el proceso que el ataque perpetrado estuvo dirigido en contra de una patrulla motorizada de la Policía, conclusión a la que arriba la Sala a través de la apreciación de los indicios de los que da cuenta el material probatorio recaudado.

En efecto, los diversos testigos presenciales de los hechos declararon en forma inequívoca sobre la presencia de los policiales motorizados en el sitio exacto de la explosión, presencia que aparece confirmada con los planos y fotografías obtenidos por la policía judicial en la inspección al lugar de los hechos, en los que se aprecia que el vehículo en que se transportaban los policías quedó justo al lado del sitio donde estaba ubicada la carga explosiva.
Por supuesto, ese hecho probado relativo a la presencia de la unidad de policía motorizada en el sitio permite inferir razonablemente, en el marco del conflicto armado interno, que se trató de un ataque en contra de las fuerzas armadas, en razón a que sin duda se han constituido en el blanco más común de la insurgencia, que encuentra en ellas el enemigo a vencer.

Tal hipótesis sobre el móvil de los hechos cobra especial relevancia si se advierte, tal como quedó demostrado con los informes técnicos rendidos por la Policía Judicial, que los explosivos tenían un sistema de radio frecuencia que controlaba su ignición, de modo tal que el momento exacto de la explosión no fue un hecho del azar, sino que los insurgentes tuvieron control del momento mismo en que haría explosión la carga.  Nótese cómo dentro de los restos encontrados en el lugar, no se advirtió la presencia de algún reloj ni restos de algún artefacto que permita concluir que la carga estuvo temporizada.
De tal manera, las reglas de la experiencia le permiten a la Sala concluir que si la bicicleta bomba explotó al paso de los policiales y el dispositivo de ignición era controlado por los delincuentes, quienes por ende podían escoger el momento justo de la explosión, es porque el atentado estaba encaminado a afectar en forma directa a los miembros de la Policía Nacional.

Aunque no hay duda acerca de que la bicicleta bomba activada en el municipio de Arauca tuvo como finalidad la de difundir sentimientos de zozobra y pánico en la población —máxime cuando ocurrió en una fecha cercana a una fiesta patria—, lo cierto es que en este caso particular ese objetivo se quiso cumplir mediante un atentado directo contra efectivos de la fuerza pública, propósito que se evidencia en razón a la magnitud de la carga y a la mínima distancia de los policiales a la que fue activada.
Bajo ese panorama probatorio resulta razonable concluir que, tal como lo estimó el a quo, el atentado tuvo como finalidad atacar en forma particular a los efectivos de la Policía Nacional.  Aceptar los argumentos de la entidad apelante conllevaría a admitir que la presencia de los policiales en el lugar se trató de una simple coincidencia, lo que sin duda aparece desvirtuado de acuerdo con el análisis de las evidencias allegadas.

Los anteriores razonamientos sobre el móvil de los hechos resultan fundamentales en el presente caso para establecer el régimen jurídico de imputación aplicable al caso, tal como pasa a explicarse:

En tratándose de la responsabilidad del Estado por actos criminales ejecutados por organizaciones o personas al margen de la ley, que carecen desde el punto de vista fáctico de una relación con la conducta activa u omisiva de la administración, la jurisprudencia de la Corporación ha sido pacífica en entender que el Estado, aún establecida su ajenidad con los hechos, está llamado a responder en aquellos eventos en que el ataque está dirigido contra bienes o personas representativas de la institucionalidad, que por esa condición se constituyen en blanco de los ataques de la delincuencia.
Ha considerado la Sala en determinadas zonas afectadas gravemente por alteraciones del orden público, paradójicamente la presencia institucional genera un riesgo excepcional para los asociados, derivado de la constante posibilidad de ataque a la que en las condiciones actuales de violencia que aquejan a nuestra sociedad, están sometidas las edificaciones del gobierno, de las fuerzas militares y de policía, así como los funcionarios que representan las instituciones públicas.
La jurisprudencia ha hecho uso del mencionado título cuando se acredita que la acción criminal estuvo directamente encaminada contra alguna de las más altas autoridades públicas, una sede castrense oficial o un centro de comunicaciones al servicio de la administración”
, o en general servidores públicos o inmuebles oficiales que pueden llegar a ser considerados objetivos militares, de modo que ello ponga en grave riesgo la situación de quienes se encuentren en sus inmediaciones. 

El anterior criterio lo aplicó la Corporación en un caso en el cual moradores de sectores aledaños a los denominados “CAI” (Centros de Atención Inmediata de la Policía Nacional), resultaron afectados con daños,  por haber sido “expuestos a una situación de peligro de particular gravedad, que excedió notoriamente las cargas que normalmente han  de soportar los administrados como contrapartida de los beneficios que se derivan de la prestación de un servicio público”
, criterio que reiteró  al estudiar la demanda presentada con ocasión de los daños producidos a particulares por un ataque explosivo contra un comando de policía de Bello, Antioquia
.

En dicha oportunidad la Corporación consideró que no existía razón para limitar la responsabilidad estatal a los eventos en los cuales el ataque esté dirigido contra un objetivo militar o de policía, sino que debe extenderse “a todos aquellos casos en los que el blanco sea un objeto claramente identificable como Estado”
. Este criterio fue aplicado posteriormente en sede de acción de grupo, al declarar la responsabilidad patrimonial del Estado con ocasión de la toma guerrillera del municipio de Algeciras Huila, como consecuencia de una toma guerrillera
.

En forma reciente esta Sala ha considerado que el título objetivo de riesgo excepcional puede servir como criterio de atribución de responsabilidad por los daños derivados de ataques perpetrados por grupos subversivos contra bienes o instalaciones del Estado, en la modalidad del subtítulo denominado “riesgo conflicto”, atendiendo a los riegos inherentes derivados del contexto de conflicto armado interno que aun asola al país. Al respecto ha afirmado: 

Históricamente, la jurisprudencia ha definido tres modalidades básicas de responsabilidad por riesgo: el riesgo-peligro
; el riesgo-beneficio
 y el riesgo - álea
.  Sin embargo, los casos que involucran daños derivados de ataques guerrilleros a bienes o instalaciones del Estado, plantean una nueva categoría de riesgo, que no encaja dentro de las anteriores, y que se deriva de la confrontación armada que surge de la disputa por el control del territorio y el monopolio del uso de la fuerza.  

Esta categoría de riesgo, que podría denominarse riesgo-conflicto, surge del reconocimiento de que, dada la situación de conflicto armado, el cumplimiento de ciertos deberes legales y constitucionales genera para la población civil un riesgo de naturaleza excepcional en la medida en que la pone en peligro de sufrir los efectos de los ataques armados que los grupos guerrilleros dirigen contra los bienes e instalaciones que sirven como medio para el cumplimiento de esos deberes y el desarrollo de dichas actividades
. 

De esta forma, se considera que los atentados cometidos por la guerrilla contra un “objeto claramente identificable como Estado” en el marco del conflicto interno armado, tales como estaciones de policía, cuarteles militares u oleoductos, pueden ser imputados al Estado a título de riesgo excepcional no porque estos bienes e instalaciones puedan ser considerados peligrosos en sí mismos –como sí ocurre con  los objetos que encuadran dentro de la categoría riesgo-peligro (p.e. armas de dotación oficial, químicos o instalaciones eléctricas)–, sino porque la dinámica misma del conflicto armado ha hecho que la cercanía a ellos genere para la población civil el riesgo de sufrir afectaciones en su vida, su integridad personal y su patrimonio en razón a que son blanco de continuos y violentos ataques por parte de la guerrilla que los considera objetivos militares.

No se trata, en modo alguno, de reprochar como indebida o inconveniente la presencia estatal o de las fuerzas armadas en ejercicio de las competencias que la Constitución les ha asignado, sino de entender que esa presencia institucional, en determinadas situaciones excepcionales, genera per se un riesgo mayor al que normalmente deben soportar los ciudadanos en el marco del conflicto interno y, por ende, un rompimiento del equilibrio frente a las cargas públicas que permite inferir responsabilidad del Estado a título objetivo derivada de la materialización de esos riesgos creados por la presencia de la administración.
Así lo ha expresado la Corporación al señalar que en este tipo de eventos
:

[L]a imputabilidad surge de la creación de un riesgo, que es considerado excepcional, en la medida en que supone la puesta en peligro de un grupo particular de ciudadanos, como consecuencia del desarrollo de una actividad dirigida a proteger a la comunidad en general.  No se trata aquí, entonces, de la existencia de una acción u omisión reprochable de la administración, sino de la producción de un daño que, si bien es causado por un tercero, surge por la realización de un riesgo excepcional, creado conscientemente por ésta, en cumplimiento de sus funciones. Y es la excepcionalidad del riesgo lo que hace evidente la ruptura del equilibrio frente a las cargas públicas y posibilita el surgimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado
.

Cuando para el cumplimiento del deber de protección a los ciudadanos se genera un riesgo, quien lo crea está llamado a responder por los daños que su materialización genera; así, cuando se dispone —en forma legítima— de la fuerza pública con el fin de garantizar la seguridad nacional, esa presencia de las instituciones que los insurgentes pretenden desestabilizar, genera un riesgo para la población civil, ajena a la confrontación armada, que al materializarse da lugar a una responsabilidad por riesgo en razón del principio general del derecho en virtud del cual ubi emolumentum, ibi et onus esse debet. 

En este caso particular fueron agentes estatales, policías representantes por supuesto de la presencia legítima del Estado en la zona, quienes se vieron sometidos al ataque por parte de grupos criminales, hechos en los que quedaron involucrados múltiples ciudadanos, entre ellos el señor Yamin Paredes Zambrano, quien perdió la vida en tan nefastos y reprochables acontecimientos.
En atención a esas consideraciones, estima la Sala que hay lugar a mantener la decisión apelada en cuanto encontró responsable a la Policía Nacional, a título objetivo, del deceso de la referida víctima.
5.  Indemnización de perjuicios
En cuanto a la cuantía de la indemnización de perjuicios reconocida a los demandantes es claro que esta no podrá modificarse sino en beneficio de la parte apelante, esto es, la demandada, como quiera que no puede hacerse más gravosa la situación del apelante único.

Así las cosas, se mantendrá la decisión respecto de la indemnización del daño moral en cuanto otorgó 100 salarios mínimos mensuales vigentes a favor de la compañera del occiso y de los familiares en primer grado de consanguinidad.  Y, aunque a juicio de la Sala, a los hijos de crianza de la víctima, quienes acreditaron formaban con él una familia y vivían bajo el mismo techo, les correspondería una indemnización mayor y era viable indemnizar a los hermanos de la víctima que estuvieron debidamente representados en la actuación, a quienes se les negó el reconocimiento de perjuicios morales, la sentencia no se modificará en ese aspecto en aplicación del principio de no reformatio in pejus.  
Con todo, ese principio no se opone a la actualización de las condenas, con el fin de compensar la pérdida de su poder adquisitivo, para lo cual basta frente a los daños morales tasados en salarios mínimos precisar que se pagará la condena con base en aquellos vigentes en la época de ejecutoria de esta sentencia.
En cuanto a los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, la Sala también mantendrá las sumas obtenidas por el a quo, como quiera que no fueron materia de debate en el recurso y se estiman acordes a los parámetros de liquidación aceptados por la jurisprudencia.  Se limitará la Sala a actualizarlas para compensar la pérdida de su poder adquisitivo, con base en la siguiente fórmula:

Va
=
Vh

*
índice final    (fallo de segunda instancia)





índice inicial  (fallo de primera instancia)

Indemnización a favor de Nancy Mora Arbeláez:

Va
=
$42.203.615 *
121,63 (abril de 2015)





  91,89 (agosto de 2007)

Va 
=
$55.862.723
Indemnización a favor de Rafaela Paredes Mora:

Va
=
$27.414.595 *
121,63 (abril de 2015)






  91,89 (agosto de 2007)

Va
=
$36.287.269
Para el pago de la indemnización ordenada, la entidad tendrá en cuenta que el apellido Zambrano, también puede corresponder a “Sambrano”, como aparece en algunos de los registros civiles aportados al proceso, cuestión que no será óbice para que se dé cabal cumplimiento a lo ordenado.
6. Costas

No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria o de mala fe atribuible a los extremos procesales, como lo exige el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”-, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA 

MODIFICAR la sentencia de 9 de agosto de 2007, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, cuya parte resolutiva quedará así:
PRIMERO. Declarar probada, de oficio, la excepción de indebida representación de la demandante Raysa Escarle Paredes Zambrano.
SEGUNDO. DECLARAR administrativa y extracontractualmente responsable a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional, de la muerte del señor Yamín Paredes Zambrano, en hechos ocurridos el 6 de agosto de 2005 en el Municipio de Arauca, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
TERCERO.  Condenar a la Nación – Ministerio de Defensa - Policía Nacional a pagar, a título de indemnización por concepto de perjuicios morales, las siguientes cantidades:

Para los señores: Nancy Mora Arbeláez, Rafaela Paredes Mora, Antonio María Paredes Ramírez y Bárbara Gertrudis Zambrano Mosquera, la suma en dinero nacional equivalente a cien (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes en la época de ejecutoria del presente fallo, para cada uno.

Para los menores Adriana Cifuentes Mora y Oswaldo Cifuentes Mora, el equivalente a veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes en la época de ejecutoria de la presente sentencia, para cada uno.
CUARTO.  Condenar a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional a pagar, por concepto de perjuicios materiales, las siguientes indemnizaciones:
A Nancy Mora Arbeláez la suma de CINCUENTA Y CINCO MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y DOS MIL TRESCIENTOS VEINTITRÉS PESOS ($55.862.723).

A Rafaela Paredes Mora la suma de TREINTA Y SEIS MILLONES DOSCIENTOS OCHENTA Y SIETE MIL DOSCIENTOS SESENTA Y NUEVE PESOS ($36.287.269).

QUINTO.  Esta sentencia se cumplirá en los términos de los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo.
SEXTO.  Sin costas.
SÉPTIMO. Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen y devuélvase el remanente de los gastos del proceso conforme lo ordenó la sentencia de primera instancia.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO         DANILO ROJAS BETANCOURTH
Presidenta                                                       Magistrado
Aclaró voto
RAMIRO DE JESÚS PAZOS GUERRERO
Magistrado Ponente
� Recurso promovido el 22 de agosto de 2007 y sustentado el 14 de febrero de 2008 (fl., 240, c. 1ª).


� Código Contencioso Administrativo, artículo 82. La jurisdicción de lo contencioso administrativo está instituida para juzgar las controversias y litigios administrativos originados en la actividad de las entidades públicas y de las personas privadas que desempeñen funciones propias de los distintos órganos del Estado. Se ejerce por el Consejo de Estado, los tribunales administrativos y los juzgados administrativos de conformidad con la constitución y la ley.


� En la época de interposición del recurso de apelación (año 2007), ya estaban en funcionamiento los juzgados administrativos y, por ende, vigente la Ley 446 de 1998 que estableció la competencia para conocer los procesos en primera instancia a cargo de los Tribunales, cuando las pretensiones superen los 500 salarios mínimos que ascendían en el año 2005 a $190.750.000.


� Código Contencioso Administrativo, artículo 129.


� Código de Procedimiento Civil, artículo 357. “[E]l superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto de recurso (…)”.


� Fl. 22, c. 1 numeral 9.


� Fl. 72, c. 1 inciso final.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 10 de julio de 2013, exp. 26955, M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 


� Sentencia de 23 de septiembre de 1.994, exp. 8577.


� Sentencia del 18 de octubre de 2000, exp. 11834


� Sentencia de 28 de julio de 2006 Exp. 16630  M.P. Dra. Ruth Stella Correa Palacio


� Sentencia de 11 de diciembre de 2003, Procesos acumulados 12916 y 13627 C.P. Ricardo Hoyos Duque 


� Sentencia  6 de octubre de 2005 AG 2001-0094801 Acción de Grupo C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 


� La imputación por riesgo-peligro procede en aquellos casos en los que la Administración interviene en  la ocurrencia del daño, pero no por haber fallado en el cumplimiento de sus obligaciones, sino por haber creado consciente y lícitamente un riesgo a partir de la utilización de un objeto (p.e. armas, vehículos), una sustancia (p.e. combustibles, químicos) o una instalación (p.e. redes de energía eléctrica) que resulta en sí misma peligrosa, pero que es útil o necesaria para el cumplimiento de los fines del Estado o para satisfacer demandas colectivas de bienes y servicios.


� Se incluye dentro de la categoría de riesgo-beneficio aquella actividad que, aunque no entrañe verdadera peligrosidad, “conlleva la asunción de las consecuencias desfavorables que su ejercicio pueda producir, por parte de la persona que de dicha actividad se beneficia”. En este caso, el fundamento de la responsabilidad recae, no ya en el peligro creado por el Estado, sino en el provecho que éste o la comunidad reciben como consecuencia del ejercicio de la actividad riesgosa correspondiente.  Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 26 de marzo de 2008, exp. 16.530, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Es el riesgo que descansa en la probabilidad estadística de la ocurrencia de un daño, derivado de la ejecución de ciertas actividades o el desarrollo de algunos procedimientos, “quizás con la ineludible mediación del azar o de otro tipo de factores imprevisibles (…). En la jurisprudencia francesa se ha reconocido la responsabilidad del Estado en esta suerte de casos cuando se emplean, por parte de la Administración, métodos científicos cuyas consecuencias dañosas aún no son del todo conocidas o cuando, a pesar de ser conocidas, resultan de muy excepcional ocurrencia, en definitiva, cuando se está en presencia del denominado ‘riesgo estadístico’”.  Ibíd. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 9 de junio de 2010, exp. 18.536, C.P. Ruth Stella Correa. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 29 de octubre de 2012,  exp. 18472, C.P. Danilo Rojas Betancourth 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 10 de agosto de 2000, exp. 11518, M.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; ver también: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de octubre de 2000, exp. 11834, M.P. Alier Hernández.


� Sentencia de 22 de febrero de 2012, exp. 21456, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.





